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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA UNO DE DECISIÓN LABORAL

Asunto.


Auto interlocutorio

Trámite


Incidente de desacato
Radicación

66001-22-05-000-2016-00131-00 
Accionante.

Jhon Edison Ortiz Ortiz
Accionado.

Dirección de sanidad militar seccional de Risaralda a través del Dispensario médico del Batallón San Mateo
Tema.
No se cumplen los presupuestos objetivo y subjetivo para imponer la sanción por desacato 
Pereira, Risaralda, trece (13) de junio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado en acta _____ del 13-06-2018
Se procede a decidir si hay lugar a sancionar a los accionados y su superior jerárquico, dentro del trámite incidental de la referencia. 
ANTECEDENTES

1. El accionante en escrito del 26-02-2018 puso de presente el incumplimiento de la sentencia de tutela, por cuanto no se le entregó el medicamento ordenado por Sanidad Militar, ni autorizó la cita de control por psiquiatría ordenada por el médico tratante del Hospital Mental de Risaralda, tal y como se observa en la indicación médica allegada; todo ello por estar inactivo.
La Magistrada ponente, luego de requerir al accionado y a su superior jerárquico por autos del 1 y 21 de marzo del 2018, y obtener respuesta que da cuenta de su reactivación, por proveído del 12-04-2018 dio por cumplida la sentencia de tutela.

2. El 25-04-2018, el accionante informó que luego de acercarse al dispensario para tramitar las órdenes de medicina interna y psiquiatría, se le dijo que se estudiaría, dado que la atención está limitada a ortopedia y fisiatría.

Con ocasión de este escrito, se realizaron nuevos requerimientos a la accionada y su superior jerárquico, quienes al contestar adujeron la improcedencia y solicitaron desestimarlo al no incumplir el fallo de tutela.

La Magistrada Ponente dio apertura al incidente de desacato el 24-05-2018 en contra del accionando y superior jerárquico; quienes notificados, solo dio respuesta el primero, para insistir en que se desestime el incidente al no tener relación lo solicitado con el fallo de tutela del 16-08-2016. 
CONSIDERACIONES

1. Problemas jurídicos
Visto el recuento anterior la Sala se pregunta 

(i)¿Los servicios de salud, que dice el accionante han sido desatendidos por la accionada -entrega de medicamentos y consulta por psiquiatría, son de aquellos tutelados en la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia, en Sala de casación laboral el 17-08-2017?

(ii)¿De ser positiva la respuesta anterior, se satisfacen los requisitos objetivo y subjetivo que amerite imponer la sanción por desacato?

2. Fundamento Jurídico
La Corte Constitucional ha señalado, que en el evento de presentarse el desconocimiento de una orden proferida por el juez constitucional, el ordenamiento jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica, con el fin de obtener que las sentencias de tutela se cumplan y, para que en caso de no ser obedecidas, se impongan sanciones que son pecuniarias y privativas de la libertad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991, la que en todo caso debe ser consultada con el superior jerárquico.

Los aspectos de fondo a revisar en el trámite incidental de desacato, a voces de la reiterada doctrina constitucional
 son: “El ámbito de acción del juez, definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente, le obliga a verificar en el incidente de desacato “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)”
. De existir el incumplimiento “debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada”
.
3. Fundamento fáctico 

Descendiendo al caso bajo examen se observa que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de justicia, en sede de tutela, mediante sentencia del 17-08-2016 revocó la sentencia proferida por este tribunal y en su lugar dispuso: “CONCEDER el amparo solicitado. En consecuencia, se ordena a la entidad mencionada que en el término de tres (3) días, suministre la prestación de servicio de salud que corresponde.  

Para dotar de contenido a esta orden, debe auscultarse la motivación de la decisión y hechos que dieron lugar a la acción de amparo.

De la lectura de las sentencias de 1 y 2 instancia, se encuentra que el actor centra la vulneración de su derecho a la salud en la no autorización de la valoración interna y práctica de la ecografía del abdomen total, dado el diagnóstico de Espenomegalia y esteatosis, por no tener convenio. 
Igualmente, en la parte considerativa del fallo del superior se advierte, que el hecho que da lugar al amparo es la negativa en la realización de los exámenes pendientes, sin distinguir si la patología Esteatosis hepática grado ii y esplenomegalia son o no producto del servicio militar prestado.

En este orden de ideas, se puede colegir que la orden impartida por la segunda instancia queda limitada a la valoración interna y ecografía del abdomen total, sin que se hubiere dispuesto tratamiento integral, que de haberse hecho, estaría limitado a la patología que dio lugar al amparo, que no es otra que la Esteatosis hepática grado ii (hígado graso) y esplenomegalia (aumento del tamaño del bazo).
De lo expuesto, resulta fácil colegir que de los hechos que dieron origen a este incidente de desacato -falta de autorización para atención por psiquiatría y medicina interna-, el primero no guarda relación con los que dieron lugar a la tutela del derecho a la salud en la sentencia del 17-08-2016.
Ahora, en lo que respecta al segundo, si bien pareciera que sí concuerda con lo dispuesto en el fallo en mención, la orden médica se refiere a patologías diferentes “Otros trastornos funcionales especificados del intestino”. 
Así las cosas, no se puede endilgar una desatención o desobediencia a la orden de tutela impuesta en la sentencia proferida por la Sala Laboral de la Corte Suprema de justicia el 17-08-2016; faltando así el requisito objetivo, lo que impide sancionar a la accionada y su superior  
No sobra decir, que en este mismo sentido se pronunció la Sala de este tribunal, fungiendo como Magistrado Ponente el Dr Julio Cesar Salazar Muñoz en auto del veintiséis (26) de septiembre de 2017
DECISIÓN

Por lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA, RISARALDA - SALA PRIMERA DE DECISIÓN,
RESUELVE

PRIMERO. ABSTENERSE DE SANCIONAR al capitán Danny Vicente Reyes Murcia, director del Dispensario médico 3029 Batallón de Artillería Vicente Reyes Murcia, ni al Director de Sanidad del Ejército Nacional Brigadier General Germán López Guerrero, por lo expuesto.

SEGUNDO. Por Secretaría comuníquese a las partes el presente auto por el medio más expedito.

TERCERO.  Notificado este auto, archívese la actuación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 
          
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 


Magistrado





Magistrada
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